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mi amiga me pidió disculpas, sé que 
no debí decirte eso, luego me sentí fa-
tal; no te preocupes, no pasa nada, es 
que en mí eso tiene el efecto contrario 
al que buscáis. Venía, yo, de ver, en el 
Museo Guggenheim de Bilbao, una 
muestra de Helen Frankenthaler. 
«Con el tiempo, nos vamos quedando 
con lo mejor». Así sintetizaba ella su 
defensa de un arte libre de cualquier 
regla cuando, al final de su vida, los 
artistas más jóvenes e involucrados 
políticamente despreciaban su com-
promiso con la belleza. 

Hoy, contemplo su obra «Condu-
ciendo hacia el este», que pintó en 
2002, con 72 años, y en ella vislumbro 
el amanecer, no el ocaso. Concederme 
el privilegio de la pausa. Eso haré, de 
ahora en adelante, sin que medie esta-
ción alguna. Sólo así, pasado el tiem-
po, habré preservado la belleza, me 
habré quedado con lo mejor. n

tener en cuenta todo ese universo de co-
laboradores e instrumentos institucio-
nales, capaces de actuar más allá de lo 
que el propio Caudillo ordenara o estu-
viera en condiciones de valorar como 
relevante para su mantenimiento en el 
poder. Desde fecha muy temprana y 
considerado en su conjunto, el régimen 
franquista no fue la dictadura de una so-
la persona».  Aquí es necesario discre-
par.  La propia Ley Orgánica del Estado 
de 1 de enero de 1967, supuesta «Consti-
tución» del régimen al decir de sus pa-
negiristas, establecía que «El Jefe del 
Estado es el representante supremo de 
la Nación; personifica la soberanía na-
cional; ejerce el poder supremo político 
y administrativo»…, etc. (art. 6). Y aña-
día en una disposición transitoria que 
las atribuciones normativas (ordinarias 
y constituyentes) concedidas al Jefe del 
Estado en 1938 y 1939 seguirían rigiendo 
con carácter vitalicio. ¿No es esto una 
dictadura personal? Que un «Kronju-
rist» de la época calificara el entramado 
institucional del franquismo de «mo-
narquía polisinodial» equivalía a con-
fundir al monarca del Antiguo Régimen 
con el moderno dictador carismático. Lo 
que Francisco Franco fue sin ningún gé-
nero de dudas. 

La llamada «institucionalización» 
del régimen, un mero disfraz nomina-
lista, nunca desembocó, por tanto, en 
un Estado de Derecho, ni el sedicente 
aparato constitucional que el franquis-
mo legó a su sucesor resultaba mínima-
mente homologable con las democra-
cias occidentales. n 
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Desde su creación en 1987, la Unidad Cen-
tral Operativa de la Guardia Civil (UCO) 
–una de las unidades más eficaces y respe-
tadas de España en la lucha contra el cri-
men organizado y la corrupción– ha pasa-
do de ser una gran desconocida para la opi-
nión pública a desempeñar un papel esen-
cial en la investigación de delitos comple-
jos, actuando como policía judicial con una 
independencia operativa reconocida. 

En las últimas décadas, España ha con-
solidado un modelo de seguridad basado 
en cuerpos policiales profesionalizados y 
sometidos al control judicial. La UCO en-
carna esa tradición: técnica, neutral y ri-
gurosa. Interferir en su labor no solo soca-
va la ley, sino que compromete la neutra-
lidad del Estado.  

vvv 

Recientes indicios apuntan a intentos 
de intromisión en su actividad, especial-
mente en investigaciones que afectan al 
entorno directo del primer ministro.  

Fuentes judiciales y sindicales han 
desvelado presiones ejercidas desde 
mandos dependientes de la dirección 
general del Instituto Arma-
do. Entre las prácticas seña-
ladas figuran intentos de 
apartar a responsables me-
diante ascensos o traslados 
forzosos. 
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Un caso ilustrativo es la 
negativa del Gobierno a co-
laborar con solicitudes for-
males de información en 
causas penales bajo instruc-
ción judicial. En este caso, 
atender una solicitud de la 
UCO para conocer las visitas 
recibidas en prisión por un 
ex alto cargo del partido go-
bernante. La petición, limi-
tada a la identificación de vi-
sitantes y fechas, no preten-
día acceder al contenido de 
las conversaciones. 

En lugar de responder 
institucionalmente, se filtró 
la solicitud a la prensa y se 
denegó oficialmente. Esos 
encuentros podían ser rele-
vantes en una instrucción en 
la que indicios «nutridos y 
poderosos» apuntan al en-
causado como presunto co-
ordinador de una trama que 
habría repartido, de forma 
encubierta, «cantidades 
portentosas e injustificadas 
de dinero». 

Sectores jurídicos inter-
pretan esta negativa como 
una forma de obstrucción 
soterrada a la justicia. Cono-
cer quién visita a un investi-
gado no colisiona con dere-
cho fundamental alguno. En 
otras democracias consoli-

dadas –como Francia o Alemania– este 
tipo de colaboración entre fuerzas de se-
guridad y autoridades penitenciarias es 
posible bajo control judicial.  

Más allá del caso concreto, la cuestión 
de fondo es: ¿puede el Ejecutivo interfe-
rir, directa o indirectamente, en una 
unidad policial que actúa bajo autoridad 
judicial? ¿Qué ocurre cuando quien debe 
garantizar la legalidad se convierte en 
obstáculo para su aplicación?  

Las respuestas remiten a los pilares 
del Estado democrático: la separación de 
poderes e independencia judicial. Su de-
bilitamiento es síntoma de erosión ins-
titucional. 
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En este contexto, ha generado in-
quietud, dentro y fuera de nuestras 
fronteras, una decisión del Ejecutivo: 
adjudicar a Huawei –empresa tecnoló-
gica vinculada al Partido Comunista 
Chino y señalada como herramienta de 
injerencia exterior– el almacenamiento 
de escuchas telefónicas obtenidas por la 
UCO, otros cuerpos policiales y el CNI, 
todas ellas bajo autorización judicial; 
grabaciones que contienen datos espe-
cialmente sensibles sobre terrorismo, 
crimen organizado y corrupción política.  

La pregunta es inevitable ¿quién 
mueve esos hilos? Porque ceder una he-
rramienta crítica del Estado de Derecho 
a una empresa sospechosa de espionaje 
internacional no solo expone a las insti-
tuciones a interferencias internas, sino 
que abre la puerta a vulnerabilidades ex-
ternas de consecuencias imprevisibles. 
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La disolución del OCON-Sur –unidad 
de élite– tras sus éxitos contra el narco-

tráfico en el Estrecho, 
apunta a un patrón que 
trasciende la descoordina-
ción. 
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La Constitución enco-
mienda a la Guardia Civil la 
protección de los derechos y 
libertades de los ciudadanos 
y la garantía de la seguridad 
pública. La Benemérita ha 
cumplido esa misión con 
cercanía, eficacia y sacrifi-
cio. 

Reivindicar ese legado es 
reafirmar la memoria del 
Estado frente a quienes in-
tentan doblegarlo. Y, sin 
embargo, un Gobierno ne-
cesitado de apoyos existen-
ciales ha concedido, al calor 
de la penumbra, el tercer 
grado penitenciario. 

La última polémica ha 
devuelto al centro del deba-
te la integridad del Estado 
de Derecho y la separación 
de poderes en la democracia 
española ante una encruci-
jada silenciosa. 

Usar el aparato del Esta-
do como mecanismo de au-
toprotección política no es 
nuevo, pero resulta espe-
cialmente peligroso cuando 
se banaliza. De la respuesta 
que demos –jueces fiscales, 
medios y ciudadanos– de-
penderá que sigamos siendo 
un Estado de Derecho pleno. 

Porque llega un tiempo 
en que el silencio es menti-
ra. Y también lo es la tibieza 
(Albert Camus). n

En el punto de mira, la UCO no ceja
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